
 

 

Pronunciamiento en Defensa de la Soberanía y 

los Derechos Colectivos en Honduras - Volver 

al CIADI es una señal de sumisión Nasry 

Asfura al capital transnacional 

Las organizaciones abajo firmantes, nos pronunciamos en contra de la decisión del nuevo 

gobierno de Honduras de reincorporar el país al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias 

Relativas a Inversiones (CIADI), organismo de arbitraje internacional que por décadas ha 

priorizado los intereses corporativos por encima de la soberanía estatal y los derechos sociales y 

ambientales.  

Recordemos que Honduras denunció el convenio del CIADI en febrero de 2024, y dicha salida 

entró en vigor el 25 de agosto de 2024, como respuesta a la acumulación de demandas 

multimillonarias de arbitraje internacional presentadas en contra del Estado ante ese mecanismo. 

La comunicación enviada al CIADI por la actual administración hondureña en el primer día de 

su mandato, solicitando re-incorporarse al organismo, no es un simple trámite técnico, sino una 

señal política de sumisión de Nasry Asfura al capital transnacional. Lo que se busca claramente, 

es que nuevamente las prioridades del Estado de Honduras se orienten hacia la protección 

máxima de los intereses corporativos, aun cuando esos intereses hayan generado consecuencias 

adversas para el pueblo hondureño. 

A continuación, algunos datos alarmantes sobre el impacto del CIADI en Honduras: 

 Actualmente, el Estado hondureño enfrenta 14 litigios principalmente ante el CIADI, 

con reclamos que ascienden a 9,895 millones de dólares (aproximadamente 262 mil 

millones de Lempiras). Esto equivale a una cuarta parte del PIB de Honduras en la 

actualidad.  

 Resalta las demandas de la Zona de Empleo y Desarrollo Económico (ZEDE) Próspera, 

por 1,630 millones de dólares, y de ZEDE Morazán, por 100 millones de dólares, tras la 

derogación del régimen legal que cedía soberanía sobre el territorio a actores privados. 

Esto se produce en un contexto de presión generada por parte de personas afines a estos 

inversionistas, para lograr la interferencia estadounidense en las elecciones de 2025 y 

otorgar un indulto al narcotraficante convicto, Juan Orlando Hernández, quien era 

presidente del Congreso en Honduras cuando se estableció el marco legal corrupto que 

dio vía libre a la creación de las ZEDE, el año 2013. 

Estos números evidencian que la pertenencia al CIADI no ha protegido al país, sino que ha 

servido como plataforma para demandas multimillonarias que presionan al Estado y 

condicionan decisiones soberanas en materia de política pública, social y ambiental. 

Contrario a los argumentos oficiales que asocian la reincorporación con la “seguridad jurídica” 

y la atracción de inversión extranjera, diversos estudios y experiencias internacionales muestran 

que la adhesión al CIADI no garantiza mayores flujos de inversión extranjera directa. Países 

como Brasil, uno de los principales receptores de inversión en América Latina, no son y jamás 



han sido miembros de este mecanismo. Esto demuestra que el tema de fondo no es atraer 

inversiones, sino mantener intactos los privilegios que facilitan la presentación de demandas 

corporativas contra decisiones estatales adoptadas en defensa del interés público.  

Por el contrario, el retorno al CIADI augura otros riesgos como la expansión de proyectos 

extractivos rechazados por las comunidades y pueblos afectados, la entrega de territorios y 

recursos colectivos para las ZEDEs y otros megaproyectos, y el refuerzo de marcos jurídicos 

que favorecen a actores privados a expensas de derechos sociales y ambientales. 

Por todo lo anterior, llamamos a rechazar el regreso de Honduras al CIADI. El pueblo de 

Honduras no puede ser rehén de estos mecanismos que subordinan la soberanía estatal a 

tribunales internacionales que privilegian a inversionistas transnacionales. La defensa de la 

soberanía, la justicia social y la protección del ambiente deben prevalecer sobre señales políticas 

que colocan al país nuevamente en la lógica del capital transnacional. 

Sabemos que la posible nueva adhesión al Convenio CIADI de 1965, requiere no solo la firma 

del Poder Ejecutivo, sino también la aprobación del Congreso Nacional, por lo que: 

 Demandamos la apertura de un espacio público de debate y diálogo con las 

organizaciones de la sociedad civil en Honduras, sobre las intenciones del gobierno de 

llevar a Honduras nuevamente al CIADI. 

 Hacemos un llamado a los congresistas que tengan dignidad a abrir este debate al 

pueblo Hondureño, para que escuchen de las personas que conocen de este tema, y de 

las que han sufrido las consecuencias de las empresas que protege el CIADI, lo que 

verdaderamente está en juego.  

El congreso nacional y el gobierno tienen la obligación de debatir con el pueblo el asunto del 

posible retorno de Honduras al CIADI, por tratarse de un asunto de interés público. El pueblo 

tiene derecho a conocer lo que el gobierno quiere hacer, y cómo esto puede afectar en el largo 

plazo a Honduras y a los derechos de las y los hondureños.  

Antecedentes:  

Contrario a representar “un marco neutral y efectivo para la resolución de controversias en 

materia de inversión”, como plantea la carta enviada el 27 de enero al CIADI por el presidente 

Nasry Asfura, elegido por Donald Trump, este centro de arbitraje es un símbolo de los 

privilegios exclusivos que el sistema de solución de controversias Inversionista-Estado 

(conocido por sus siglas en inglés como ISDS) proporciona a los inversionistas transnacionales. 

Casi todos los proyectos de los inversionistas extranjeros que han recurrido al CIADI para 

demandar a Honduras, ha implicado un despojo a las comunidades y pueblos indígenas de sus 

territorios, tierras, aguas, y tranquilidad, conllevando procesos de militarización, represión, 

criminalización y violencia en contra de defensoras y defensores de los derechos colectivos, 

como Berta Cáceres y Juan López, entre muchos más.  

El CIADI, una rama del Banco Mundial, fue establecido en 1966 y es el tribunal de arbitraje 

más utilizado por los inversionistas a nivel global para demandar a los gobiernos por decisiones 

que ellos sienten han afectado el valor de sus inversiones. En la antesala de su establecimiento, 

durante una reunión del Banco Mundial en Tokio en 1964, el gobierno de Honduras junto con 

18 otros países de América Latina, Las Filipinas e Iraq, se opusieron a su creación por los 

privilegios que este sistema conferirá a los inversionistas extranjeros,  quienes ya contaban con 

los mismos derechos y protección que los inversionistas nacionales, es decir, que podían llevar 

sus disputas como todos los demás a los tribunales nacionales.  

http://twn.my/title2/twe/2014/582/8.htm


Lejos de representar un sistema “neutral y efectivo”, abogados que litigan dentro de este 

sistema, como George Kahale III, afirma que el mecanismo ISDS, simbolizado por CIADI, es 

un sistema altamente sesgado a favor del inversionista extranjero. Este abogado dijo: “¿Por qué 

le llamo al arbitraje el Salvaje Oeste de la práctica internacional? (...) En realidad no hay reglas 

fijas y estrictas. Los escritos, las mociones, los argumentos orales, las pruebas y los juicios no se 

parecen en nada a lo que se ve en un tribunal federal.” 

Aparte del CIADI, las empresas extranjeras cuentan con otros tribunales similares para 

demandar a los gobiernos, como los que existen en la Comisión de las Naciones Unidas para el 

Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), la Cámara de Comercio Internacional y la Corte 

Permanente de Arbitraje en La Haya, entre muchos otros. Por ello, el CIADI es sólo la punta del 

iceberg del problema del mecanismo ISDS. Si bien el CIADI es la institución más utilizada por 

los inversionistas extranjeros para demandar a países soberanos, ingresar o salir de él no 

deshabilita a ninguno de los otros centros arbitrales a donde pueden recurrir las empresas 

extranjeras.  

El verdadero problema reside en las cláusulas que se inscriben en los Tratados de Libre 

Comercio (TLC), los Tratados Bilaterales de Inversión (TBI) y en las leyes de inversión, cómo 

la Ley para la Promoción y Protección de Inversiones aprobado por el Congreso hondureño el 

año 2011. Estas cláusulas también se encuentran en contratos que les otorgan a las empresas 

extranjeras un trato preferencial, como es el caso con el contrato de Autopistas del Atlántico, 

Palmerola International Airport y Eléctricas de Medellín Ingeniería y Servicios S.A.S., en 

Honduras, que han demandado a Honduras.  

Más información: Inversiones mafiosas contra Honduras Demandas de empresas 

transnacionales y la lucha por la democracia y la dignidad del pueblo hondureño 
 

ORGANIZACIONES FIRMANTES: 

 

Honduras 

1. Asociación para el Desarrollo de la Península de Zacate Grande en el sur de Honduras 

(ADEPZA)  

2. Alternativa de Reivindicación Comunitaria y Ambientalista de Honduras (ARCAH) 

3. Asociación Ixchel 

4. Asociación para una Sociedad más Justa (ASJ) 

5. Centro de Estudio para la Democracia (CESPAD) 

6. Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH) 

7. Consejo coordinador de Sociedad Civil del municipio del Triunfo 

8. Consejo tribal de Tribu Vegas de Tepemechín 

9. Cooperativa Integral Humana 

10. Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación (ÉRIC) 

11. Foro Social de la Deuda Externa y Desarrollo de Honduras (FOSDEH) 

12. Frente Común Contra las Zedes 

13. Frente Triunfeño en Defensa de la Vida 

14. Fundación San Alonso Rodríguez 

15. Junta administradora de tierras del pueblo Indígena Chorotega Santa Lucía Yuculimay 

16. Movimiento Ambientalista Social del Sur por la Vid (MASSVida) 

17. Movimiento Independiente Indígena Lenca de La Paz- Honduras (MILPAH) 

18. Organización Fraternal Negra Hondureña (OFRANEH) 

19. Radio Comunitaria Cholula Triunfena  

20. Red contra la Violencia Choluteca 

21. Red de Abogadas Defensoras de Derechos Humanos (RADDHH) 

22. Red Regional de Mujeres del Sur 

https://d20qsj1r5k97qe.cloudfront.net/news-attachments/ISDS-The-Wild-Wild-West-of-International-Law-and-Arbitration.pdf
https://www.tni.org/es/publicaci%C3%B3n/inversiones-mafiosas-contra-honduras
https://www.tni.org/es/publicaci%C3%B3n/inversiones-mafiosas-contra-honduras


23. Salvemos el Rio Danto 

24. Savia Radio 

25. SIDE consultores 

Internacional 

26. A Legacy of Equality Leadership and Organizing (Estados Unidos) 

27. Alianza Centroamericana Frente a la Minería - ACAFREMIN (Centroamérica) 

28. Alma de Izote Chicago (Estados Unidos) 

29. Ceiba Colectiva (Estados Unidos) 

30. Center for Economic and Policy Research (CEPR) (Estados Unidos) 

31. Chicago Committee for Human Rights in the Philippines (Estados Unidos) 

32. Chicago Religious Leadership Network on Latin America (CRLN) (Estados Unidos) 

33. CoDevelopment Canada (Canada) 

34. Comité por los Derechos Humanos en América Latina (CDHAL) (Canadá) 

35. Common Frontiers Canada (Canadá) 

36. ⁠Cross Border Network for Justice and Solidarity (Estados Unidos) 

37. Denver Justice and Peace Committee (Estados Unidos) 

38. Development and Peace--Caritas Canada (Canadá) 

39. European Trade Justice Coalition (Europa) 

40. Global Exchange (Estados Unidos) 

41. Global Justice Now (Reino Unido) 

42. Honduras Solidarity Network (Estados Unidos) 

43. Informationsgruppe Lateinamerika (IGLA) (Austria) 

44. Institute for Policy Studies - Global Economy Program (Estados Unidos) 

45. La Voz de los de Abajo Chicago (Estados Unidos) 

46. Latin America Task Force of Interfaith Council for Peace & Justice (Estados Unidos) 

47. Mawo (Canadá) 

48. MiningWatch Canada (Canadá) 

49. NOAH - Amigas de la Tierra Dinamarca (Dinamarca) 

50. Rights Action (EEUU y Canadá)  

51. Rochester Committee on Latin America (ROCLA) (Estados Unidos) 

52. SAFES (Estados Unidos) 

53. Simcoe County Honduras Rights Monitor (Canadá) 

54. Task Force on the Americas (Estados Unidos) 

55. TerraJusta (Bolivia) 

56. Trade Justice Group of Council of Canadians- Northumberland (Canadá) 

57. US- El Salvador Sister Cities (Estados Unidos) 

 


